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Revisión Sustantiva “d” – JUSTIFICACIÓN

1a. Estado de Situación

INTRODUCCIÓN

El accionar del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) en materia de política habitacional se rige principalmente por el artículo 45 de la Constitución de la República: “todo habitante de la República tiene derecho a gozar de vivienda decorosa. La ley propenderá a asegurar la vivienda higiénica y económica, facilitando su adquisición y estimulando la inversión de capitales privados para ese fin”.

En este marco, el Plan Quinquenal de Vivienda para el período 2005-2009, artículo 333 de la Ley 17.930 del 19 de diciembre de 2005, identifica que el cambio fundamental para la generación de una nueva política habitacional requiere de una nueva misión del MVOTMA como generador de la política pública en materia de hábitat y como articulador de los diferentes actores y agentes en la construcción de esta política.

El Plan Quinquenal de Vivienda diagnostica una crisis estructural del sistema habitacional de producción pública y del sistema habitacional en general, y propone una nueva política de vivienda y hábitat como política pública sustentable en el largo plazo.

Esta crisis estructural está caracterizada por la fragmentación de políticas y programas imbricados con una institucionalidad débil y desarticulada, un MVOTMA que no cumplió a cabalidad con el rol rector y planificador de las políticas habitacionales y un Banco Hipotecario del Uruguay que, por cumplir múltiples funciones, llegó a una crisis financiera que le impide desarrollar su función básica que es dar créditos para la vivienda. La Dirección Nacional de Vivienda del MVOTMA  fue la gestora de los programas dirigidos a los sectores de menores recursos y el BHU se ocupó de atender la demanda habitacional denominada “solvente”, incluso allí donde ésta no existía, como lo patentizan algunos complejos habitacionales vacíos dispersos en el territorio del país.

La propuesta de una nueva política habitacional contenida en el Plan Quinquenal vigente conjuga la actual vocación del Estado uruguayo de recuperar un rol regulador y garante de los derechos sociales, incluyendo el derecho a la vivienda, con un rol facilitador a los efectos de poner en acción  los recursos de capital (social, económico, financiero, etc) presentes en la sociedad. 

Esta política se traduce en programas y proyectos construidos desde los criterios definidos en el Capítulo III del mencionado Plan Quinquenal, a saber: la inclusión social y territorial, el enfoque integral y articulado con el conjunto de las políticas sociales y de ordenamiento territorial, la perspectiva de la descentralización y la participación social con especial énfasis en la acción conjunta con los gobiernos locales y tomando prioritariamente en consideración el resultado de estudios sistemáticos sobre la demanda habitacional. 

Por otra parte, el Plan Quinquenal destaca, en segundo término y elemento central de la política habitacional, la problemática del financiamiento. Es  un componente que en el caso de la vivienda de interés social provino exclusivamente del Fondo Nacional de Vivienda. El Capítulo IV del Plan Quinquenal desarrolla un exhaustivo estudio y análisis de sus potencialidades y limitaciones, concluyéndose su inadecuación a las realidades actuales.

En este marco, el MVOTMA debe asumir el rol rector en materia habitacional, estableciendo e implementando las políticas que orienten el accionar de otros organismos del Estado que se encuentran en su órbita. Concomitantemente, el Ministerio debe considerar las acciones de los agentes privados, canalizándolas, estimulando y promoviendo aquellas que converjan con los lineamientos que se establezcan en el Plan de Vivienda. 

En tal sentido, el MVOTMA promueve, junto con el Ministerio de Economía y Finanzas, a través del proyecto de ley “Normas para la implementación de la política en materia de vivienda”, la configuración de una nueva institucionalidad del sistema público de vivienda que facilite el objetivo central de mejorar las condiciones habitacionales de la población, considerada ésta en su diversidad (socioeconómica, etaria, étnica, cultural, de género) en términos de propender a garantizar un derecho ciudadano. 

MARCO INSTITUCIONAL ACTUAL

La conformación del sistema público de vivienda, así como los fines y cometidos de las instituciones que lo integran, se ha visto modificado en varias ocasiones a través de diversas iniciativas legales. 

En la actualidad, el sistema se compone, básicamente, por dos instituciones: el MVOTMA y el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU). La Ley 16.112 de junio de 1990 asigna al Poder Ejecutivo fijar las políticas nacionales de vivienda, correspondiendo al MVOTMA, lo concerniente a la formulación, ejecución, supervisión y evaluación de los planes de vivienda y la instrumentación de la política nacional en la materia. Mientras que la Ley 17.596 de diciembre de 2002 establece que el BHU actuará como institución financiera especializada en el crédito hipotecario, como forma de facilitar el acceso a la vivienda. 

Actuando en el ámbito rural, el Fondo para la Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre (MEVIR), creado en diciembre de 1967, administrado por una Comisión Honoraria, tiene el cometido de la construcción de viviendas higiénicas que sustituyan las habitaciones insalubres existentes en el medio rural y aledaños de las poblaciones urbanas del interior, que no estén comprendidas en la zona suburbana y urbana de dicha población.

Asimismo, cabe destacar, dentro del marco institucional actual, a las Intendencias Municipales como actores decisivos en la construcción del hábitat en sus respectivos departamentos.

1b. Estrategia

NUEVA INSTITUCIONALIDAD DEL SISTEMA PÚBLICO DE VIVIENDA

La nueva institucionalidad del sistema público de vivienda que se propone crear supone un fortalecimiento de las capacidades del MVOTMA para implementar y ejecutar las políticas a través de la creación de la Agencia Nacional de Vivienda (ANV), y un mejor desempeño del sistema a partir de una clara delimitación de los fines y cometidos de las instituciones que lo componen. 

El MVOTMA es el organismo central, la entidad encargada de definir, diseñar e instrumentar las políticas habitacionales, monitorear y evaluar la implementación de las mismas, y ejercer tareas de control sobre los agentes públicos y privados que actúan en materia de vivienda.  La ANV es un servicio descentralizado a cargo de la ejecución de las políticas de vivienda y hábitat urbano definidas por el Ministerio, mientras el BHU es la institución financiera estatal dedicada a facilitar el acceso a la vivienda a través de la concesión de créditos hipotecarios. MEVIR continúa participando del sistema público de producción de viviendas en el ámbito rural y suburbano.

La conformación de esta nueva institucionalidad conlleva la redefinición del rol del BHU con la necesaria provisión de recursos que le permita desarrollar su actividad crediticia hipotecaria, y la creación de la Agencia Nacional de Vivienda como un servicio descentralizado del MVOTMA.

SISTEMA DE FINANCIAMIENTO A LA VIVIENDA Y EL BHU

La operación de reestructura del BHU se enmarca en una estrategia más amplia del gobierno en cuanto a la reforma del sistema financiero y a la recreación de un sistema de financiamiento a la vivienda basado en criterios de eficiencia y equidad. 

La política habitacional del MVOTMA delineada en el Plan Quinquenal 2005-2009 identifica la imperiosa necesidad de trabajar en la reconstrucción del sistema de financiamiento a la vivienda. Esta tarea comprende no sólo la mejora, redefinición y creación de instrumentos con que dispone el Estado, sino que también trabajar en la generación de un conjunto de reglas que potencie el desarrollo de la actividad de financiamiento a la vivienda tanto por agentes públicos como privados. 

Un componente principal de la construcción de un nuevo sistema de financiamiento a la vivienda lo constituye la reestructura del BHU. Esta operación busca capitalizar y recrear una institución solvente y líquida que desarrolle su actividad hipotecaria con una gestión bancaria que realice un manejo profesional de los riesgos financieros. El objetivo del BHU es dinamizar el mercado de financiamiento de la vivienda en Uruguay, y en particular desarrollar el mercado hipotecario dirigido a amplios sectores de la población. 

Concomitantemente con el relanzamiento del BHU, se busca impulsar una serie de acciones que permitan la construcción de un mercado hipotecario y del crédito a la vivienda más eficiente, en el sentido de brindar productos hipotecarios accesibles para la población, a la vez que provean de un entorno atractivo para la participación de los oferentes de crédito. Por su parte, también es esperable desarrollar un mercado en el cual los tomadores de crédito para la vivienda pueden acceder a un rango completo de productos hipotecarios que atiendan su amplia gama de necesidades. Este aspecto tiene que ver con el diseño de nuevos productos hipotecarios no desarrollados previamente y con la atención a segmentos de mercado con necesidades específicas tomando en consideración las características propias de un contexto macroeconómico que ha presentado oscilaciones importantes.

Por tanto, para apoyar el desarrollo del mercado hipotecario en Uruguay, se identifican tres áreas de trabajo que son complementarias a la reestructura del BHU: 

a. introducción de instrumentos financieros con el objetivo de reducir imperfecciones en el mercado hipotecario que faciliten el acceso al mismo a sectores de la población con baja capacidad de ahorro pero con niveles de ingresos suficientes para el repago.

b.- impulso de la creación de mecanismos e instrumentos que faciliten el fondeo de la actividad hipotecaria en el mercado de capitales. 

c.- mejora de la operativa general del mercado de crédito a la vivienda minimizando los costos de ejecución de garantías a través de la mejora de los procedimientos legales, e impulsar medidas que brinden las mismas condiciones de participación a las instituciones financieras.
REESTRUCTURA DEL BHU y MODIFICACIÓN DE LA CARTA ORGÁNICA

La reestructura del BHU permite atacar las fuertes vulnerabilidades económicas-financieras que hoy presenta la institución. Un nuevo BHU saneado contribuirá con el fortalecimiento de un sistema financiero que ha sido significativamente afectado desde la crisis del 2002 y con una disminución del riesgo fiscal que representa una institución financiera estatal con la problemática que presenta. 

El BHU será un instrumento válido en la medida que pueda satisfacer sus cometidos sin necesidad de recurrir al apoyo del Estado para lograr su sustentabilidad financiera. En tanto instrumento, y no como objetivo en sí mismo, el BHU será continuamente monitoreado y evaluado, atendiéndose la posibilidad de nuevas innovaciones que permitan mejorar su funcionamiento y por tanto del sistema de financiamiento a la vivienda en su conjunto.

En el proyecto de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al año 2005, aún a consideración del Poder Legislativo, se incluye una previsión con la finalidad de contribuir con la implementación de  dicha  reestructura, por el cual se establece que el Poder Ejecutivo asumirá pasivos y recibirá activos de forma tal que la diferencia entre los montos correspondientes signifiquen un incremento patrimonial que le brinde la solvencia necesaria e incremente, en el corto plazo, la liquidez necesaria para desarrollar la actividad crediticia.

Asimismo, en estos últimos 17 meses el Directorio del Banco Hipotecario ha impulsado y viene concretando una serie de cambios operativos tendientes a dotar a la institución  de un adecuado sistema de gestión bancaria, que permita contar con la información imprescindible para el manejo adecuado de los descalces de plazos, tasas y monedas de los activos y pasivos, un sistema profesional de asignación de créditos y evaluación de riesgos, así como implementar la necesaria adecuación del nivel y estructura de costos operativos a los nuevos requerimientos.

Estos cambios, sin embargo, no podrán por si solos, lograr que el BHU cumpla con su función y su mandato legal fundamental. Para ello se requiere de la modificación de la Carta Orgánica, principalmente en la redacción dada por la Ley 17.596 de 13 de diciembre de 2002 y de otros aspectos de la misma en redacciones anteriores. 

CREACIÓN DE LA AGENCIA NACIONAL DE VIVIENDA

La creación de un servicio descentralizado ejecutor de las políticas habitacionales acrecienta las capacidades del MVOTMA, a la vez que fija más claramente los roles y responsabilidades de las instituciones que componen el sistema público de vivienda.

La Agencia Nacional para la Vivienda se establece como un servicio descentralizado, con la finalidad de promover y facilitar el acceso a la vivienda de conformidad con los establecido en el artículo 45 de la Constitución de la República, así como contribuir a la elaboración e implementación de las políticas públicas en materia de hábitat urbano. Actuará dentro de los cometidos que le fije el MVOTMA, de acuerdo a las directrices emanadas de los Planes Quinquenales de Vivienda, los Planes de Ordenamiento Territorial y las directivas del Ministerio. 

Asimismo, estará capacitada para administrar activos prevenientes de créditos para la vivienda originados por otras instituciones públicas. Esta potestad, si bien no forma parte de los cometidos centrales de una entidad ejecutora de políticas habitacionales, habilita la operación de capitalización del BHU en tanto permite gestionar gestión los activos que se reciben del Banco en la órbita estatal. 

Las principales tareas de la Agencia serán: 

a. Ejecutar programas de vivienda y de desarrollo urbano en acuerdo con entidades públicas y privadas

b. Desarrollar y gestionar instrumentos financieros que faciliten el acceso al financiamiento de la vivienda

c. Actuar en el mercado inmobiliario como inversionista y gestor de emprendimientos en áreas urbanas

d. Además, administrará activos de cartera de créditos para la vivienda, con aprobación del MVOTMA

Ejecutar programas de vivienda y desarrollo urbano

La Agencia se especializará en la gestión de programas habitacionales que, de acuerdo a los nuevos lineamientos del Plan Quinquenal, ponen énfasis en la incorporación del proyecto socio-cultural y la inclusión territorial como elementos indisolubles y garantes de la sustentabilidad de los proyectos físico-arquitectónicos.

Para ello en el cumplimiento de sus cometidos deberá atender a la integralidad de la propuesta habitacional y a su impacto en términos de ciudadanía activa, considerando: a) la calidad de la vivienda y su localización; b) la propuesta como participación e integración social, cultural y económica de los destinatarios; c) la seguridad jurídica; y,

d) las vías de acceso a otras políticas sociales (programas, prestaciones, servicios). 

La Agencia, contará, a estos efectos, con la capacidad de prestar servicios de proyección, dirección, control y certificación de programas y proyectos inmobiliarios. La Agencia deberá integrar en su accionar las diversas dimensiones que hacen a la problemática habitacional: económica, social, cultural y medioambiental. 

Podrá también convenir para la mejor ejecución de los programas y proyectos con entidades del gobierno central y de los gobiernos departamentales. Se estima que la Agencia puede llegar a ser un importante instrumento de apoyo para la ejecución de las políticas de ordenamiento territorial y desarrollo urbano que definan las Intendencias. También, podrá convenir con empresas privadas o entidades de la sociedad civil para la mejor ejecución de los programas y proyectos.

Desarrollar y gestionar instrumentos financieros que faciliten el acceso al financiamiento de la vivienda

En el marco de políticas tendientes a la construcción de un sistema de financiamiento a la vivienda, se entiende necesario el desarrollo de instrumentos financieros que faciliten el acceso a la vivienda para amplios sectores de la población. En este sentido, se habilita a la Agencia a crear y gestionar sistemas de seguro de crédito hipotecario, fondos de garantía, así como otros fondos e instrumentos financieros destinados al cumplimiento de sus fines. 

Estos instrumentos tienen como finalidad principal reducir los costos y mitigar los riesgos de la actividad crediticia hipotecaria destinada a la vivienda, en particular en sectores de la población que tienen fuertes restricciones de acceso al crédito por no contar con los ahorros previos necesarios que requieren las instituciones financieras. 

La Agencia desarrollará y gestionará estos instrumentos que estarán disponibles para los demandantes de créditos hipotecarios tanto de instituciones financieras públicas como privadas. También, podrá desarrollar instrumentos que reduzcan los costos de fondeo de la actividad hipotecaria a determinados sectores de la población, mediante, por ejemplo, el respaldo a operaciones de mercado secundario de hipotecas.

En términos generales, la Agencia actuará, en este campo, como entidad especializada en el desarrollo de productos y en la implementación de soluciones financieras particulares que faciliten la ejecución de programas definidos por el MVOTMA.

Actuar en el mercado inmobiliario como inversionista y gestor de emprendimientos en áreas urbanas

La inversión en emprendimientos inmobiliarios de carácter social y que contribuyan con el interés general de la comunidad, requieren, en la mayoría de los casos, de la participación activa del Estado. Desarrollar políticas activas que busquen la construcción de ciudad y la regeneración de espacios urbanos cuyo deterioro se ha visto acentuado por los procesos de segregación residencial, necesitan de instrumentos que habiliten la participación del Estado como inversionista y gestor inmobiliario, en calidad de único propietario o en asociación con privados. 

Por ello, se dotará a la Agencia de la capacidad de realizar negocios con inmuebles, constituir o adquirir sociedades comerciales, así como participar en emprendimientos o asociaciones con entidades públicas o privadas, constituyendo consorcios o sociedades. Asimismo, la Agencia podrá prestar servicios de administración y valuación de inmuebles. 

Para la asociación con privados o con otras entidades públicas tendrá también la potestad de constituir y gestionar fideicomisos y fondos de inversión.

Administrará activos de cartera de créditos para la vivienda, con aprobación del MVOTMA

En tanto la operación de capitalización del BHU supone el traspaso de cartera de créditos hipotecarios, promesas de compra-venta y de créditos a cooperativas bajo la figura de fideicomisos financieros, es necesario dotar a la Agencia de la potestad de desempeñarse como entidad fiduciaria. 

A su vez, el proyecto de ley enviado al Parlamento, establece, en la Sección referida a privilegios para la gestión y recuperación de activos, que la Agencia tendrá los mismos privilegios que la entidad que concedió el crédito, comprendidos el derecho de ordenar la retención de sueldos y prestaciones de seguridad social, venta privada de bienes hipotecados, rescisión privada de promesas de compraventa de inmuebles, y otros que pudieran corresponder legalmente.

Estos privilegios se extenderán a otros créditos que gestione la Agencia, hasta tanto se sancione un régimen legal general para la recuperación de los créditos hipotecarios (Capítulo III de la propuesta legal) y la rescisión de promesas de compraventa enmarcado en la política pública de vivienda. 

La orden de retención que disponga la Agencia tendrá igual preferencia que el BHU, y cuando concurra con una orden similar del BHU, se priorizará la que proceda del crédito más antiguo.
Aspectos referidos al Patrimonio y Personal de la Agencia

El patrimonio inicial de la Agencia estará constituido por activos provenientes de la operación de capitalización del BHU y aportes del Poder Ejecutivo, y constituirán recursos y fuentes de financiamiento la renta producida por sus activos, los beneficios resultantes del cumplimiento de los servicios que preste, las transferencias que establezca el Presupuesto Nacional, etc. y estarán exonerada de toda clase de tributos de carácter nacional, excepto las contribuciones a la seguridad social y las tributos relacionados con la importación. 

Una aspecto especial refiere a la composición del personal de la Agencia. La reestructura del BHU implica no solamente su capitalización sino una fuerte recomposición de su presupuesto operativo, que implica entre otras medidas, una sustantiva reducción de los egresos por concepto de retribuciones personales. En este sentido, la dotación de la Agencia se compondrá mayoritariamente de funcionarios redistribuidos provenientes del Banco Hipotecario del Uruguay. Dichos funcionarios mantendrán su afiliación a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias así como estarán incluidos en los términos de los convenios colectivos que, con carácter general o particular, regulan actualmente y regulen en el futuro, las relaciones laborales en la Banca Oficial, así como mantendrán la totalidad de la remuneraciones de naturaleza salarial percibidas en el organismo de origen. 

El proyecto establece además una serie de instrumentos que permitirán que la Agencia adecue la magnitud de la dotación de funcionarios a sus reales necesidades. Además, propone una flexibilización del régimen general del pase en comisión como forma de facilitar a otras entidades estatales el requerimiento de los servicios de funcionarios provenientes del BHU que no fueron asignados en calidad de efectivos a la Agencia.

Objetivo del componente.

Diseñar la Agencia Nacional de Vivienda y apoyar en su implementación operativa.

I.3. Acuerdos de Gestión

El Organismo Nacional de Ejecución es el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA).

Una vez instalada la Agencia Nacional de Vivienda pasará a ser el organismo nacional de ejecución sustituyendo al MVOTMA. 

El MVOTMA designará al coordinador del proyecto quien será el responsable de  su ejecución, seguimiento, monitoreo y logro de resultados.

Los fondos previstos para las actividades serán depositados en las cuentas del PNUD a partir de la firma del proyecto.

Por concepto de apoyo general de gestión (GMS) el PNUD recibirá el 5% de la ejecución del proyecto.
El PNUD participará en el proceso de selección y contratación de los consultores del proyecto y en los procesos de compras y contrataciones de servicios de empresas de montos superiores a US$2,500, proveerá adelantos de fondos al proyecto para la realización por parte del proyecto de compras y pagos menores, realizará pagos directos solicitados por el proyecto y mantendrá la contabilidad y control financiero general del proyecto.

Las autoridades del proyecto realizarán las compras y contrataciones de servicios de empresas de montos menores a US$2,500 y solicitarán adelantos de fondos para realizar los pagos correspondientes a estas compras y contrataciones.  Para la realización de estas operaciones, se acuerda que se seguirán las normas y procedimientos contenidos en el Manual de Gestión de Proyectos de Ejecución Nacional.  Dicho Manual puede ser consultado en el sitio web del PNUD Uruguay :   www.undp.org.uy - Documentos.

En el caso de participación del gobierno en la financiación de los gastos del proyecto, deberán incluirse las siguientes cláusulas:
· El calendario de pagos (depósitos de costos compartidos) 
· Los depósitos serán realizados en las cuentas bancarias del PNUD:  a)  Pesos Uruguayos:  Cuenta No 1218182   b)  Dólares Americanos:  Cuenta No 1216864
· En caso de no efectuarse en dólares estadounidenses, el monto de los depósitos será determinado por el tipo de cambio operacional de las Naciones Unidas vigente en la fecha del depósito. Si se produjera una alteración en el tipo de cambio operacional de las Naciones Unidas antes de que el PNUD hiciera uso completo de los fondos depositados, el monto del balance de los fondos válido en ese momento será consecuentemente ajustado. Si, en dicho caso, se registrara una pérdida en el monto del balance de fondos, el PNUD informará al Gobierno con vistas a determinar si éste puede proporcionar financiación adicional. Si no fuera posible suministrar esa financiación adicional, el PNUD puede reducir, suspender o poner fin a la asistencia al proyecto.
· El calendario citado más arriba tiene en cuenta el requisito de que los depósitos de costos compartidos deberán hacerse antes de la puesta en marcha de las actividades planificadas. Puede modificarse para que resulte coherente con el progreso en la ejecución del proyecto
· El PNUD recibirá y administrará los fondos del proyecto de conformidad con el reglamento, reglas y directivas del PNUD
· Todas las cuentas financieras se expresarán en dólares estadounidenses
· Si se esperan o verifican aumentos imprevistos en los gastos (ya sea por factores inflacionarios, fluctuaciones de los tipos de cambio o contingencias inesperadas), el PNUD presentará oportunamente al gobierno un cálculo complementario que indique la financiación adicional necesaria. El Gobierno realizará todos los esfuerzos posibles para obtener los fondos adicionales requeridos
· Si los depósitos citados más arriba no se reciben de conformidad con el calendario establecido o si el Gobierno u otras fuentes no hacen efectiva la financiación adicional requerida conforme al párrafo anteriormente citado, el PNUD puede reducir, suspender o poner fin a la asistencia al proyecto, conforme al presente Acuerdo
· Todo ingreso por intereses atribuible a la contribución se acreditará a la Cuenta del PNUD y se empleará conforme a lo establecido en los procedimientos del PNUD
· La propiedad del equipo, suministros y otros bienes financiados con la aportación se conferirá al PNUD. Las cuestiones relacionadas con la transferencia de propiedad por parte del PNUD serán determinadas de acuerdo con las políticas y procedimientos pertinentes del PNUD

· La contribución estará sujeta exclusivamente a los procedimientos internos y externos de auditoría establecidos en las reglas, regulaciones y directivas  financieras del PNUD
